Contenido
ANTECEDENTES	1
DE LA SOLICITUD DE INFORMACIÓN	1
a) Solicitud de información.	1
b) Turno de la solicitud de información	2
c) Prórroga.	2
d) Respuesta del Sujeto Obligado.	3
DEL RECURSO DE REVISIÓN	5
a) Interposición del Recurso de Revisión.	5
b) Turno del Recurso de Revisión.	5
c) Admisión del Recurso de Revisión.	5
d) Informe justificado del Sujeto Obligado.	6
e) Manifestaciones de la Parte Recurrente.	6
f) Cierre de instrucción.	6
CONSIDERANDOS	7
PRIMERO. Procedibilidad	7
a) Competencia del Instituto.	7
b) Legitimidad de la parte recurrente.	7
c) Plazo para interponer el recurso.	7
d) Causal de procedencia.	8
e) Requisitos formales para la interposición del recurso.	8
SEGUNDO. Estudio de Fondo.	9
a) Mandato de transparencia y responsabilidad del Sujeto Obligado.	9
b) Controversia a resolver.	11
c) Estudio de la controversia.	13
d) Versión pública.	20
e) Conclusión.	22
RESUELVE	23


	
	
	[bookmark: _heading=h.147n2zr]Recurso de Revisión:
	11947/INFOEM/IP/RR/2025 
	

	[bookmark: _heading=h.3o7alnk]Recurrente:
	
	

	Sujeto Obligado:
	Secretaría de Seguridad
	

	Comisionada Ponente:
	Sharon Cristina Morales Martínez
	







	Recurso de Revisión:
	11947/INFOEM/IP/RR/2025 

	Sujeto Obligado:
	Secretaría de Seguridad

	Comisionada Ponente:
	Sharon Cristina Morales Martínez


[image: ]



Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, del tres de diciembre de dos mil veinticinco.

VISTO el expediente formado con motivo del Recurso de Revisión 11947/INFOEM/IP/RR/2025 interpuesto por una persona de manera anónima a quien en lo subsecuente se le denominará LA PARTE RECURRENTE, en contra de la respuesta emitida por la Secretaría de Seguridad, en adelante EL SUJETO OBLIGADO, se emite la presente Resolución con base en los Antecedentes y Considerandos que se exponen a continuación:

[bookmark: _Toc215134771]ANTECEDENTES

[bookmark: _Toc215134772]DE LA SOLICITUD DE INFORMACIÓN
[bookmark: _Toc215134773]a) Solicitud de información.
El dos de septiembre de dos mil veinticinco LA PARTE RECURRENTE presentó una solicitud de acceso a la información pública ante el SUJETO OBLIGADO, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX). Dicha solicitud quedó registrada con el número de folio 00372/SSEM/IP/2025 y en ella se requirió la siguiente información:

“Documento de seguridad en versión pública de cada una de las áreas” (Sic).

Modalidad de entrega: a través del SAIMEX.

[bookmark: _Toc213315542][bookmark: _Toc215134774]b) Turno de la solicitud de información
[bookmark: _heading=h.60bp4bl58eo6]En cumplimiento al artículo 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el veinticuatro de septiembre de dos mil veinticinco, el Titular de la Unidad de Transparencia del SUJETO OBLIGADO turnó la solicitud de información al servidor público habilitado que estimó pertinente.

[bookmark: _Toc205398650][bookmark: _Toc206075640][bookmark: _Toc207275127][bookmark: _Toc209685751][bookmark: _Toc212714964][bookmark: _Toc213920431][bookmark: _Toc215134775]c) Prórroga.
De las constancias que obran en EL SAIMEX, se advierte que el veinticuatro de septiembre de dos mil veinticinco EL SUJETO OBLIGADO notificó una prórroga de siete días para dar respuesta a la solicitud de información planteada por LA PARTE RECURRENTE, en los siguientes términos:

“Metepec, México a 24 de Septiembre de 2025
Nombre del solicitante: C. Solicitante
Folio de la solicitud: 00372/SSEM/IP/2025

Con fundamento en el artículo 163 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se le hace de su conocimiento que el plazo de 15 días hábiles para atender su solicitud de información ha sido prorrogado por 7 días en virtud de las siguientes razones:

SE ANEXA ACUERDO DE AMPLIACIÓN DEL PLAZO PARA DAR RESPUESTA A LA SOLICITUD DE INFORMACIÓN EN FORMATO PDF, EN CASO DE PRESENTAR PROBLEMAS CON LA RECEPCIÓN DE LA MISMA, LE PEDIMOS SE COMUNIQUE A LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA DE LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD DEL ESTADO DE MÉXICO, AL TELÉFONO 722 2 79 62 00 EXT. 4187, DE LUNES A VIERNES, EN UN HORARIO DE 9:00 A 18:00 HRS.

Mtro. GUILLERMO JUAN DE DIOS SANCHEZ AGUIRRE
Responsable de la Unidad de Transparencia”

Al escrito anterior, EL SUJETO OBLIGADO anexó el archivo digital denominado “PRORROGA 361 A 516.pdf” por medio del cual se indica que, por medio del acuerdo SS/CT/EXT/XI/003/2025 emitido por el Comité de Transparencia de la Secretaría de Seguridad en la Décima Primera Sesión Extraordinaria, en la cual se aprobó la ampliación de plazo por siete días hábiles para dar respuesta a diversas solicitudes de información pública.

[bookmark: _Toc215134776]d) Respuesta del Sujeto Obligado.
El tres de octubre de dos mil veinticinco el Titular de la Unidad de Transparencia del SUJETO OBLIGADO notificó la siguiente respuesta a través del SAIMEX:

“Metepec, México a 03 de Octubre de 2025
Nombre del solicitante: C. Solicitante
Folio de la solicitud: 00372/SSEM/IP/2025

En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:

SE ANEXA RESPUESTA EN FORMATO PDF, EN CASO DE PRESENTAR PROBLEMAS CON LA RECEPCIÓN DE LA MISMA, LE PEDIMOS SE COMUNIQUE A LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA DE LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD DEL ESTADO DE MÉXICO, AL TELÉFONO 722 2 79 62 00 EXT. 4108, DE LUNES A VIERNES, EN UN HORARIO DE 9:00 A 18:00 HRS.

ATENTAMENTE
Mtro. GUILLERMO JUAN DE DIOS SANCHEZ AGUIRRE”


A la respuesta, EL SUJETO OBLIGADO anexaron los archivos digitales que a continuación se describen:

· “ACTA TERCERA EXTRA 2020.pdf”: documento que contiene acta de la tercera sesión extraordinaria 2020 del Comité de Transparencia de la Secretaría de Seguridad mediante el cual se aprueba la clasificación de información en atención a una solicitud de acceso a la información que no guarda relación con la que dio origen al presente recurso de revisión.

· “Sol 372.pdf”: documento que contiene un escrito firmado por el Encargado de la Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación y Titular de la Unidad de Transparencia, por medio del cual indica que no es posible hacer entrega de la información solicitada en razón de que, mediante acuerdo SS/CT/EXT/III/001/2020, de fecha 31 de enero 2020, el Comité de Transparencia de este Sujeto Obligado aprobó por unanimidad de votos la clasificación como confidencial de manera permanente del "Documento de Seguridad de los sistemas y/o bases de datos personales que posee la Secretaría de Seguridad"; lo anterior, en virtud de que la divulgación y/o publicidad de las acciones, actividades, controles o mecanismos administrativos, técnicos y físicos que están descritos en los documentos de seguridad, podría ocasionar cualquier tipo de daño, alteración, pérdida, destrucción, uso, transferencia, acceso o tratamiento no autorizado, consideradas como violaciones a la seguridad de los datos personales que trata la Secretaría de Seguridad en su carácter de responsable.

[bookmark: _Toc215134777]DEL RECURSO DE REVISIÓN
[bookmark: _Toc215134778]a) Interposición del Recurso de Revisión.
El catorce de octubre de dos mil veinticinco LA PARTE RECURRENTE interpuso el recurso de revisión en contra de la respuesta emitida por el SUJETO OBLIGADO, mismo que fue registrado en EL SAIMEX con el número de expediente 11947/INFOEM/IP/RR/2025 y en el cual manifiesta lo siguiente:

ACTO IMPUGNADO Y RAZONES O MOTIVOS DE INCONFORMIDAD:

[bookmark: _heading=h.sobqmaen7oz2]“informacion incompleta” (sic). 

[bookmark: _Toc215134779]b) Turno del Recurso de Revisión.
Con fundamento en el artículo 185, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el catorce de octubre de dos mil veinticinco se turnó el recurso de revisión a través del SAIMEX a la Comisionada Sharon Cristina Morales Martínez, a efecto de decretar su admisión o desechamiento.

[bookmark: _Toc215134780]c) Admisión del Recurso de Revisión.
El dieciséis de octubre de dos mil veinticinco se acordó la admisión a trámite del Recurso de Revisión y se integró el expediente respectivo, mismo que se puso a disposición de las partes para que, en un plazo de siete días hábiles, manifestaran lo que a su derecho conviniera, conforme a lo dispuesto por el artículo 185, fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc213332768][bookmark: _Toc215134781]d) Informe justificado del Sujeto Obligado.
[bookmark: _heading=h.26in1rg][bookmark: _heading=h.aqx94ywn653m]El veinticuatro de octubre y cinco de noviembre de dos mil veinticinco EL SUJETO OBLIGADO remitió conforme a su derecho, los archivos digitales que se describen a continuación:

· “RR 11947.pdf“: documento que contiene el oficio con número de registro 2060000700000OS/UIPPE/1799/2025, suscrito por el Encargado de la Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación y de la Unidad de Transparencia, por medio del cual se ratifica la repuesta primigenia.

· “RR 11947 OK.doc”: documento descrito en el párrafo que antecede en formato Word.

Esta información fue puesta a la vista de LA PARTE RECURRENTE el doce de noviembre de dos mil veinticinco, para que, en un plazo de tres días hábiles, manifestara lo que a su derecho conviniera, de conformidad con lo establecido en el artículo 185, fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc215134782]e) Manifestaciones de la Parte Recurrente.
LA PARTE RECURRENTE no realizó manifestación alguna dentro del término legalmente concedido para tal efecto, ni presentó pruebas o alegatos.

[bookmark: _Toc215134783]f) Cierre de instrucción.
[bookmark: _heading=h.35nkun2]Al no existir diligencias pendientes por desahogar, el dos de diciembre de dos mil veinticinco la Comisionada Sharon Cristina Morales Martínez acordó el cierre de instrucción y la remisión del expediente a efecto de ser resuelto, de conformidad con lo establecido en el artículo 185 fracciones VI y VIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. Dicho acuerdo fue notificado a las partes el mismo día a través del SAIMEX.

[bookmark: _Toc215134784]CONSIDERANDOS

[bookmark: _Toc215134785]PRIMERO. Procedibilidad
[bookmark: _Toc215134786]a) Competencia del Instituto.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en los artículos 6, Apartado A de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 5, párrafos trigésimo noveno, cuadragésimo y cuadragésimo primero, fracciones IV y V, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc215134787]b) Legitimidad de la parte recurrente.
El recurso de revisión fue interpuesto por parte legítima, ya que se presentó por la misma persona que formuló la solicitud de acceso a la Información Pública, debido a que los datos de acceso SAIMEX son personales e irrepetibles.

[bookmark: _Toc215134788]c) Plazo para interponer el recurso.
[bookmark: _heading=h.1y810tw]EL SUJETO OBLIGADO notificó la respuesta a la solicitud de acceso a la Información Pública el tres de octubre de dos mil veinticinco y el recurso que nos ocupa se tuvo por interpuesto el catorce de octubre de dos mil veinticinco por lo tanto, éste se encuentra dentro del margen temporal previsto en el artículo 178 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc215134789]d) Causal de procedencia.
Resulta procedente la interposición del recurso de revisión. Si bien la parte recurrente señaló de manera escueta como acto impugnado y motivo de inconformidad que la información entregada fue “incompleta”, este Instituto, en ejercicio de la facultad de suplencia de la deficiencia de la queja, prevista en los artículos 13 y 181 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, interpreta dicho agravio en el sentido de que controvierte la clasificación aplicada a la información solicitada y la consecuente negativa de entrega. 

En ese tenor, este Órgano Garante reconduce la litis a la causal de procedencia establecida en el artículo 179, fracción II de la citada Ley, relativa a los supuestos de clasificación de información, pues el Sujeto Obligado reservó la información requerida y adjuntó un acuerdo del Comité de Transparencia como sustento de dicha clasificación.

[bookmark: _Toc215134790]e) Requisitos formales para la interposición del recurso.
LA PARTE RECURRENTE acreditó todos y cada uno de los elementos formales exigidos por el artículo 180 de la misma normatividad.

[bookmark: _Toc215134791]SEGUNDO. Estudio de Fondo.
[bookmark: _Toc215134792]a) Mandato de transparencia y responsabilidad del Sujeto Obligado.
El derecho de acceso a la información pública es un derecho humano reconocido en el artículo sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el artículo quinto de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
“Artículo 6.
(…)
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente:
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:
I. 	Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.”

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México
“Artículo 5.- 
(…)
El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho.
Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso.
Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:
I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos estatales y municipales, así como del gobierno y de la administración pública municipal y sus organismos descentralizados, asimismo de cualquier persona física, jurídica colectiva o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de interés público y seguridad, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.”

Asimismo, el artículo 150 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios indica que la solicitud es la garantía primaria del Derecho de Acceso a la Información, además, establece que se regirá por los principios de simplicidad, rapidez, gratuidad del procedimiento, auxilio y orientación a los particulares.

Por su parte, el artículo 4 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios refiere que toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad.

Esto es, que los Sujetos Obligados deben atender las solicitudes de acceso a la información pública que se les sean realizadas, y proporcionar la información pública que obre en su poder, conforme al estado en que se encuentre, sin que sea necesario procesar la misma, ni presentarla conforme al interés del solicitante; tal y como lo establece el artículo 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Es decir, que todo sujeto obligado que genere, recopile, administre, procese, archive, posea o conserven, son responsables de la misma, teniendo a su vez la obligación de proporcionar la información que se les requiera sin necesidad de resumirla, efectuar procedimientos para obtenerla, calcular o practicar investigaciones; en otras palabras, que los Sujetos Obligados sólo se concretarán a proporcionar la información solicitada que tengan en su poder en el estado que se encuentra, sin necesidad de concretarse al interés o términos específicos del solicitante.

En esa tesitura, el artículo 24 último párrafo de la Ley de la Materia dispone que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones; por consiguiente, la información pública se encuentra a disposición de cualquier persona, lo que implica que es deber de los Sujetos Obligados, garantizar el Derecho de Acceso a la Información Pública, siempre y cuando no se trate de información reservada o confidencial.

[bookmark: _heading=h.2bn6wsx]Con base en lo anterior, se considera que EL SUJETO OBLIGADO se encontraba compelido a atender la solicitud de acceso a la información realizada por LA PARTE RECURRENTE.

[bookmark: _Toc215134793]b) Controversia a resolver.
Con el objeto de delimitar con claridad la litis, se advierte de las constancias que integran el expediente que LA PARTE RECURRENTE solicitó la entrega, en versión pública, del Documento de Seguridad correspondiente a las áreas que integran la Secretaría de Seguridad.
En respuesta, EL SUJETO OBLIGADO, por conducto del Encargado de la Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación, quien también funge como Titular de la Unidad de Transparencia, determinó que no era posible proporcionar la información solicitada, al considerar que ésta se encuentra clasificada como confidencial de manera permanente, de conformidad con el Acuerdo SS/CT/EXT/III/001/2020, aprobado el 31 de enero de 2020 por su Comité de Transparencia. Conforme a dicho acuerdo –según expuso el Sujeto Obligado– la difusión de las acciones, actividades, controles y mecanismos administrativos, técnicos y físicos contenidos en el Documento de Seguridad podría generar riesgos de daño, alteración, pérdida, destrucción, uso, transferencia, acceso o tratamiento no autorizado de los datos personales bajo su custodia.

Si bien LA PARTE RECURRENTE se limitó a manifestar, al interponer el recurso, que la información entregada resultaba “incompleta”, este Instituto, en ejercicio de la facultad de suplencia de la deficiencia del agravio prevista en los artículos 13 y 181 de la Ley de Transparencia, interpreta dicha inconformidad en el sentido de que cuestiona la clasificación aplicada y, en consecuencia, la negativa total a proporcionar versión pública del Documento de Seguridad solicitado.

Es pertinente señalar que, al rendir su informe justificado, EL SUJETO OBLIGADO ratificó íntegramente la respuesta primigenia; mientras que LA PARTE RECURRENTE no formuló manifestación adicional en la etapa procesal correspondiente.

En este contexto, la controversia a resolver consiste en determinar si la clasificación de confidencialidad permanente aprobada mediante el Acuerdo SS/CT/EXT/III/001/2020 resulta jurídicamente suficiente y aplicable para justificar la negativa total a la información solicitada en el presente caso, o bien, si el Sujeto Obligado debió realizar una versión pública del Documento de Seguridad conforme a los parámetros previstos en la normatividad en materia de protección de datos personales.

[bookmark: _Toc215134794]c) Estudio de la controversia.
Del análisis a la solicitud de acceso a la información pública, se advierte que LA PARTE RECURRENTE requirió la entrega, en versión pública, del Documento de Seguridad correspondiente a las áreas que integran la Secretaría de Seguridad. La información solicitada se inserta dentro del marco jurídico previsto en la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, ya que dicho Documento constituye un instrumento normativo–técnico mediante el cual los responsables del tratamiento de datos personales establecen las políticas, controles y medidas administrativas, técnicas y físicas destinadas a garantizar la integridad, disponibilidad y confidencialidad de los sistemas y bases de datos personales bajo su resguardo.

Conforme al artículo 48 de la citada Ley, el Documento de Seguridad es de observancia obligatoria para todas las personas que intervienen en el tratamiento de datos personales y debe definir, como mínimo, los controles y procedimientos adoptados para la protección de los datos. Además, el segundo párrafo del mismo artículo dispone que, a elección del Sujeto Obligado, dicho documento puede adoptar distintas modalidades:

a) único, que concentre todos los sistemas y bases de datos personales bajo un solo instrumento;
b) por unidad administrativa, en el que se incluyan los sistemas y bases de datos personales en custodia, individualizado para cada sistema; o
c) un modelo mixto, que combine elementos de las modalidades anteriores.



Sin embargo, del análisis del Acuerdo SS/CT/EXT/III/001/2020 remitido por el Sujeto Obligado, se advierte que la clasificación aprobada por el Comité de Transparencia recae sobre un solo Documento de Seguridad, identificado de manera genérica como el “Documento de Seguridad de los sistemas y/o bases de datos personales que posee la Secretaría de Seguridad”. Tal redacción permite inferir que la Secretaría ha optado por la modalidad de Documento de Seguridad único, prevista en el segundo párrafo del artículo 48 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, modalidad conforme a la cual un solo instrumento concentra la información relativa a todos los sistemas y bases de datos personales bajo resguardo institucional.

Esta circunstancia es relevante para el estudio de fondo, ya que, si bien LA PARTE RECURRENTE solicitó “el documento de seguridad de cada una de las áreas que integran la Secretaría”, la normatividad aplicable no impone al Sujeto Obligado la obligación de generar un documento por área, sino que expresamente permite que el Documento de Seguridad sea único, por unidad administrativa o mixto, conforme a lo que determine el propio responsable. Así, la solicitud debe entenderse referida al documento existente en la modalidad adoptada por el Sujeto Obligado, sin que ello implique imponerle la carga de generar documentos adicionales que la Ley no exige y que no obran en su poder.

Ahora bien, del contenido mínimo previsto en el artículo 49 de la Ley de Protección de Datos Personales se advierte que el Documento de Seguridad incorpora, entre otros aspectos, elementos de naturaleza predominantemente organizativa y descriptiva, tales como: el nombre del sistema de datos personales, el nombre, cargo y adscripción del administrador, las funciones y obligaciones de quienes intervienen en el tratamiento, el folio de registro, el inventario o especificación del tipo de datos personales contenidos, así como la estructura y descripción de los sistemas y bases de datos. A su vez, contempla la descripción general de las medidas de seguridad implementadas (administrativas, físicas y técnicas), incluyendo aspectos como el resguardo de soportes, bitácoras de acceso, análisis de riesgos, planes de contingencia, procedimientos de respaldo y recuperación, auditorías y mecanismos de monitoreo.

De esta configuración normativa se desprende que el Documento de Seguridad, si bien puede contener información cuya divulgación íntegra podría comprometer la seguridad de los sistemas y bases de datos personales (particularmente en lo relativo a controles específicos, mecanismos técnicos o detalles operativos sensibles), también incorpora información de carácter general y organizativo que es susceptible de ser conocida por la ciudadanía sin poner en riesgo la protección de los datos personales. En otras palabras, no todo el contenido del Documento de Seguridad tiene, por su propia naturaleza, el mismo nivel de sensibilidad, de modo que son posibles esquemas de acceso parcial mediante la elaboración de versiones públicas, en las que se testen únicamente aquellos datos o secciones que, previa clasificación debidamente fundada y motivada, se consideren confidenciales.

En este contexto, lo solicitado por LA PARTE RECURRENTE (la entrega en versión pública del Documento de Seguridad) se refiere a información que, de origen, se encuentra vinculada tanto con la obligación de proteger los datos personales, como con el derecho de acceso a la información pública que reconoce la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. Ello exige un análisis cuidadoso sobre la clasificación invocada por el Sujeto Obligado, así como sobre la posibilidad y obligación de generar una versión pública que armonice el deber de seguridad en el tratamiento de datos personales con el principio de publicidad de la información en poder de los sujetos obligados.

Del análisis a las constancias del expediente electrónico del SAIMEX, se advierte que el Titular de la Unidad de Transparencia de la Secretaría de Seguridad emitió respuesta a la solicitud mediante escrito en el que informó a LA PARTE RECURRENTE que no era posible entregar el Documento de Seguridad solicitado, en virtud de que dicho instrumento se encuentra clasificado como confidencial de manera permanente por determinación del Comité de Transparencia del propio Sujeto Obligado.

Para sustentar esta afirmación, el Sujeto Obligado adjuntó el Acuerdo SS/CT/EXT/III/001/2020, aprobado el 31 de enero de 2020, mediante el cual el Comité de Transparencia determinó la clasificación como confidencial del “Documento de Seguridad de los sistemas y/o bases de datos personales que posee la Secretaría de Seguridad”. En su respuesta, el Sujeto Obligado refirió que la difusión de las medidas, actividades, controles o mecanismos descritos en dicho documento podría ocasionar riesgos de daño, alteración, pérdida, uso o tratamiento no autorizado de los datos personales bajo su resguardo, por lo que la clasificación permanente resultaba procedente.

Ahora bien, del contenido de la respuesta se advierten diversos aspectos que es necesario precisar para efectos del estudio de fondo:

Primero, el Sujeto Obligado no proporcionó ninguna versión pública del documento solicitado, ni explicó por qué la clasificación implicaba la imposibilidad absoluta de elaborar una versión accesible a la ciudadanía. La respuesta únicamente expuso que el documento se encontraba clasificado en su totalidad, pero no justificó por qué todas y cada una de sus secciones tenían un nivel de sensibilidad tal que impidiera su divulgación parcial, aun cuando el contenido mínimo del Documento de Seguridad, establecido en el artículo 49 de la Ley de Protección de Datos Personales, incluye componentes de carácter general, organizativo o descriptivo cuya difusión no necesariamente compromete la seguridad de los sistemas de datos personales.

Segundo, el acuerdo de clasificación aportado por el Sujeto Obligado es de fecha 31 de enero de 2020, sin que en la respuesta se precise si dicho acuerdo continúa vigente, si ha sido actualizado para incorporar modificaciones en los sistemas o bases de datos personales, o si se encuentra formalmente vinculado con el Documento de Seguridad correspondiente al ejercicio en que se presentó la solicitud. Tampoco se advierte que el Sujeto Obligado haya explicado la forma en que dicho acuerdo es aplicable a la información requerida en 2025 ni por qué se considera suficiente para sustentar la clasificación invocada.

Tercero, se observa que la respuesta proporcionada por la Unidad de Transparencia no se pronuncia sobre la estructura del Documento de Seguridad, ni realiza un análisis que permita identificar qué apartados podrían ser entregados mediante versión pública. Ello contraviene el deber de garantizar el acceso parcial a la información cuando sea factible testar únicamente los elementos que comprometan la seguridad de los datos personales, conforme al principio de publicidad que rige el derecho de acceso a la información pública.

Finalmente, debe señalarse que el Sujeto Obligado, al rendir su informe justificado, ratificó íntegramente la respuesta primigenia, reiterando la existencia del acuerdo de clasificación y la imposibilidad de proporcionar el documento solicitado, sin que haya aportado elementos adicionales que subsanen las omisiones antes descritas. Por su parte, LA PARTE RECURRENTE no presentó manifestación alguna dentro del plazo correspondiente, por lo que subsisten únicamente los elementos aportados en la respuesta inicial y en el informe justificado para efectos del examen sustantivo.
En consecuencia, este Órgano Garante debe analizar la validez, suficiencia y pertinencia del acuerdo de clasificación invocado; la obligación del Sujeto Obligado de generar versión pública del Documento de Seguridad; y la adecuación de la respuesta emitida con base en los principios que rigen el derecho de acceso a la información pública y la protección de datos personales.

En primer término, se advierte que el acuerdo remitido por el Sujeto Obligado está fechado el 31 de enero de 2020, y establece la clasificación como confidencial del “Documento de Seguridad de los sistemas y/o bases de datos personales que posee la Secretaría de Seguridad”. 
Al examinar el contenido del acuerdo de clasificación remitido por el Sujeto Obligado, se advierte que el acuerdo carece de precisión respecto de las secciones, apartados o contenidos específicos del Documento de Seguridad cuya divulgación generaría un riesgo real, demostrable y objetivamente identificable para la seguridad de los sistemas y bases de datos personales. La clasificación se formula de manera global y absoluta, sin distinguir entre las partes del documento que podrían ser públicas y aquellas que, por su nivel de detalle técnico u operativo son confidenciales, o inclusive aquellas que pudieran ser clasificadas como reservadas. Esta forma de clasificación resulta incongruente con la estructura prevista en el artículo 49 de la Ley de Protección de Datos Personales, el cual incorpora numerosos elementos de carácter general, organizativo o descriptivo cuyo conocimiento no compromete la seguridad de los sistemas.

Asimismo, el acuerdo no desarrolla un análisis proporcional que explique por qué la clasificación total y permanente del documento es la única medida idónea para evitar dicho perjuicio. La ausencia de este ejercicio resulta contraria a los estándares mínimos que rigen la clasificación de información en posesión de sujetos obligados, según los principios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, que deben observarse en toda decisión que limite el derecho de acceso a la información pública.

Por otra parte, se debe tener en cuenta que el acuerdo de clasificación fue emitido en 2020, sin que el Sujeto Obligado haya acreditado su vigencia material, actualización o correspondencia con el Documento de Seguridad aplicable al momento en que se formuló la solicitud. Dado que la estructura, operación y sistemas de datos personales de la Secretaría pueden haberse modificado desde la fecha del acuerdo, la ausencia de una actualización formal o de un pronunciamiento expreso sobre su aplicabilidad actual debilita su fuerza justificativa para negar la información solicitada en 2025.

De igual forma, el acuerdo clasifica de manera permanente la totalidad del Documento de Seguridad, pero no explica por qué esta medida extrema resulta necesaria en relación con la información que, por su propia naturaleza, no tiene un nivel de sensibilidad tal que justifique la reserva absoluta. Entre estos elementos se encuentran la identificación del responsable del sistema, la descripción general de las áreas participantes en el tratamiento de datos personales, las funciones y obligaciones del personal autorizado, el inventario general de datos y otros componentes de carácter informativo cuya difusión no compromete los mecanismos de seguridad.

En conjunto, estas deficiencias demuestran que el acuerdo de clasificación invocado no se encuentra debidamente fundado y motivado, ni satisface los estándares que rigen las decisiones del Comité de Transparencia en materia de clasificación. Esto impide considerarlo suficiente para justificar la negativa total a proporcionar la información solicitada, máxime cuando el Sujeto Obligado no realizó esfuerzo alguno por generar una versión pública y, en cambio, se limitó a invocar de manera general un acuerdo que no identifica ni analiza las partes del documento que podrían ser divulgadas sin comprometer la seguridad de los sistemas de datos personales.

En consecuencia, este Órgano Garante concluye que el acuerdo de clasificación aportado por el Sujeto Obligado no es suficiente, por sí mismo, para sustentar la clasificación total del Documento de Seguridad como información confidencial; y que, por tanto, el Sujeto Obligado debió generar una versión pública, testando únicamente aquellos elementos cuya difusión, previa justificación específica, pudiera vulnerar la seguridad de los datos personales o de los sistemas que los contienen.

[bookmark: _Toc193975144][bookmark: _Toc210293622][bookmark: _Toc210765885][bookmark: _Toc215134795]d) Versión pública.
En el caso de que el documento cuya entrega se ordena contenga información susceptible de ser testada, ésta deberá proporcionarse en versión pública, pues dicho mecanismo permite armonizar el principio de máxima publicidad con la protección de datos personales y la seguridad de los sistemas que resguardan información sensible. La versión pública consiste en suprimir únicamente aquella información que haya sido clasificada como confidencial o reservada mediante acuerdo debidamente fundado y motivado del Comité de Transparencia, de conformidad con las formalidades previstas en la Ley de Transparencia y en los Lineamientos Generales en materia de clasificación y elaboración de versiones públicas.

En este asunto, resulta indispensable atender al contenido mínimo del Documento de Seguridad previsto en el artículo 49 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, el cual establece que dicho instrumento debe incluir, entre otros elementos, el nombre del sistema de datos personales; el nombre, cargo y adscripción del administrador; las funciones y obligaciones del responsable, encargado o encargados y de todas las personas que traten datos personales; el folio de registro correspondiente; el inventario o especificación detallada del tipo de datos personales contenidos; así como la estructura y descripción de los sistemas y bases de datos personales, precisando el tipo de soporte y las características del lugar donde se resguardan. Asimismo, el documento debe incorporar información relativa a las medidas de seguridad implementadas, tales como las transferencias y remisiones; el resguardo de soportes físicos y electrónicos; las bitácoras para accesos, operación cotidiana y violaciones a la seguridad; los análisis de riesgos y de brecha; la gestión de incidentes; el control de acceso a instalaciones; los mecanismos de identificación y autenticación; los procedimientos de respaldo y recuperación de datos; el plan de contingencia; las auditorías; la supresión y borrado seguro de datos; el plan de trabajo; los mecanismos de monitoreo y revisión de las medidas de seguridad; y el programa general de capacitación.

No obstante, la divulgación de estos elementos no puede tratarse de manera homogénea. En términos del artículo 43 de la propia Ley de Protección de Datos Personales, toda información relativa a las medidas de seguridad administrativas, físicas y técnicas adoptadas para la protección de datos personales tiene carácter confidencial, por lo que las secciones del Documento de Seguridad que describan o detallen tales medidas deberán ser testadas de manera obligatoria. Sin embargo, existen otros apartados del artículo 49 que, si bien no son confidenciales de manera automática, pueden actualizar una causal de reserva prevista en el artículo 140 de la Ley de Transparencia, cuando el Sujeto Obligado acredite mediante prueba de daño que su difusión podría poner en riesgo la vida, seguridad o salud de personas servidoras públicas. Tal circunstancia podría presentarse, por ejemplo, respecto del nombre, cargo o adscripción del administrador del sistema, o en la descripción de características específicas del lugar donde se resguardan los sistemas y bases de datos personales de la Secretaría de Seguridad. Esta clasificación, no obstante, no es automática, sino que requiere un análisis concreto, razonado y debidamente sustentado por el Comité de Transparencia.

Por otra parte, aquellos elementos del artículo 49 que no encuadren en una causal de confidencialidad ni de reserva deberán ser incorporados íntegramente a la versión pública, en cumplimiento del principio de máxima publicidad. Esto incluye, entre otros, el nombre del sistema, la descripción general del tratamiento, las funciones generales del personal autorizado o el folio de registro, siempre que no se acredite que su difusión puede generar un riesgo real y demostrable.

El Sujeto Obligado, al elaborar la versión pública, deberá emitir el acuerdo correspondiente del Comité de Transparencia, en el que identifique con precisión las secciones testadas; funde y motive la clasificación aplicada; distinga entre confidencialidad y reserva; y, en su caso, incorpore la prueba de daño. Solo bajo estas formalidades será posible garantizar que la versión pública es válida y respeta tanto la seguridad de los datos personales como el derecho de acceso a la información de LA PARTE RECURRENTE.

[bookmark: _Toc215134796]e) Conclusión.
De conformidad con las consideraciones desarrolladas en el presente estudio, este Órgano Garante concluye que la respuesta emitida por EL SUJETO OBLIGADO no se encuentra ajustada a derecho. Si bien LA PARTE RECURRENTE no precisó adecuadamente las razones de su inconformidad, al ejercer este Instituto la suplencia de la deficiencia en términos de los artículos 13 y 181 de la Ley de Transparencia, se identificó que la negativa total de acceso se sustentó en una clasificación que no cumple con los requisitos legales de fundamentación, motivación, proporcionalidad, actualidad y divisibilidad que rigen la materia.



En consecuencia, el agravio así suplido se considera fundado, pues el SUJETO OBLIGADO debió elaborar una versión pública del Documento de Seguridad único que obra en su poder, testando exclusivamente aquellos elementos cuya clasificación hubiera sido acreditada conforme a la normativa aplicable. Al no hacerlo, vulneró el principio de máxima publicidad y los estándares legales que regulan la clasificación de la información y la protección de datos personales.

Por lo tanto, este Órgano Garante determina REVOCAR la respuesta otorgada por EL SUJETO OBLIGADO, en términos del artículo 186, fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios por las razones expuestas en el presente considerando.

Así, con fundamento en lo establecido en los artículos 5, párrafos trigésimo noveno, cuadragésimo y cuadragésimo primero fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; y en los artículos 2, fracción II, 9, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 186 y 188 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, este Pleno:

[bookmark: _heading=h.gsdhnqi1wat4][bookmark: _Toc215134797]RESUELVE

PRIMERO. Se REVOCA la respuesta entregada por el SUJETO OBLIGADO en la solicitud de información 00372/SSEM/IP/2025, por resultar FUNDADO el agravio suplido en el Recurso de Revisión 11947/INFOEM/IP/RR/2025, en términos del considerando SEGUNDO de la presente Resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al SUJETO OBLIGADO, a efecto de que, entregue a través del SAIMEX, en versión pública, lo siguiente:
[bookmark: _heading=h.p2f5rm941076]
Documento de seguridad de la Secretaría de Seguridad, vigente al 2 de septiembre de 2025.

Para las versiones públicas, se deberá entregar el Acuerdo del Comité de Transparencia mediante el cual se apruebe la clasificación de información, en términos del artículo 49, fracción VIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

TERCERO. Notifíquese vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. Notifíquese a LA PARTE RECURRENTE la presente resolución vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX).

QUINTO. Hágase del conocimiento a LA PARTE RECURRENTE que, de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, podrá impugnar la presente resolución vía Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables.

SEXTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el SUJETO OBLIGADO podrá solicitar una ampliación de plazo de manera fundada y motivada, para el cumplimiento de la presente resolución.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA, EN LA CUADRAGÉSIMA TERCERA SESIÓN ORDINARIA, CELEBRADA EL TRES DE DICIEMBRE DE DOS MIL VENTICINCO, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.
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